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Resumen: 
El artículo analiza la política educativa mexicana impulsada en la década de los años noventa 
como parte de una estrategia gubernamental de modernización económica y social del país. 
Considerando como antecedente importante la “revolución educativa” del gobierno de Miguel de la 
Madrid Hurtado, el trabajo pone especial atención en el origen, desarrollo y resultados del Acuerdo 
Nacional para la Modernización de la Educación Básica, impulsado durante los gobiernos de 
Carlos Salinas de Gortari y Ernesto Zedillo Ponce de León, los que mantuvieron el viejo espíritu de 
la escuela pública mexicana, pero no lograron revertir significativamente problemas como la 
insatisfactoria calidad de los resultados y la inequidad en la distribución de los beneficios de la 
educación. Al final se reflexiona sobre las continuidades y retos que tiene el gobierno de Vicente 
Fox en educación básica. 
 
Abstract: 
This articles analyzes the Mexican educational policy launched in the nineties as a part of a 
governmental strategy for economic and social modernization. This policy has as its precedent the 
“educational revolution” of the Miguel de la Madrid Hurtado presidency. The article focuses on the 
origins, development and outcome of the Acuerdo Nacional para la Modernizacion de la Educación 
Basica, driven by the administration of Presidents Carlos Salinas and that of Ernesto Zedillo, who 
maintained the “old spirit” of the Mexican public school, but did not manage to significantly resolve 
the problems of educational quality and inequity in the distribution of educational benefits. Finally, 
the article includes a reflection on the continuities and challenges that the presidency of Vicente 
Fox faces in the area of primary education.  
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económica, evaluación educativa  
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Introducción 
 
El fin de la década de los noventa y el inicio de la siguiente tienen, en México, una marca política 
singular: el de la alternancia en el poder. Después de 71 años, el Partido Revolucionario 
Institucional (PRI), dejó de gobernar el país. Los resultados electorales del 2 de julio del 2000 
favorecieron a la Alianza por el Cambio, integrado por los partidos Acción Nacional (PAN) y Verde 
Ecologista (PVE). Aunque la alternancia en México tiene su antecedente desde los ochenta con los 
triunfos de la oposición en varios estados y municipios, el arribo de Vicente Fox a la presidencia no 
tiene precedente. En un país con una vieja tradición presidencialista y con instituciones autoritarias, 
el cambio de primer mandatario y la nueva conformación de las cámaras de diputados y senadores 
es un hito en la historia política del México contemporáneo.  
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A partir de este gran acontecimiento político, los pronunciamientos a favor de cambios en la política 
económica y social del gobierno han sido constantes. Como candidato, Vicente Fox asumió un 
discurso radical y, una vez en el poder, los ambiciosos propósitos han bajado de intensidad. La 
realidad, dicen, impone moderación y continuidad. Por su parte, desde la sociedad civil, numerosos 
grupos continúan demandando respuestas y soluciones a los ya viejos problemas del país. La 
marginación social de los indígenas es sólo una de las expresiones de esta realidad nacional. 
 
En educación, se pretende responder a las demandas sociales y a las necesidades del sistema 
educativo, para ello el Presidente ha mencionado que hará una “revolución educativa”. Con estos 
conceptos, el destacado priísta Jesús Reyes Heroles, había definido su proyecto como titular de la 
Secretaría de Educación Pública (SEP) en el gobierno de Miguel de la Madrid. Sin duda, la nueva 
administración tiene enormes retos en materia educativa, sobre todo por la expectativas que ha 
creado y por el interés de revolucionar la educación en el país.  
 
En el terreno de la educación, de cara a esta nueva realidad, varias preguntas saltan a la vista: ¿en 
qué consiste la propuesta educativa de Vicente Fox?, ¿cuál es realmente la novedad de su 
política?, ¿qué visión de la educación y medidas adoptadas por los gobiernos priístas continuarán 
y cuáles no? Para responder a algunas de estas interrogantes, también se hace imprescindible 
responder otras que se concatenan entre sí: ¿cuál es lugar que ha tenido la educación en la 
política de modernización del país iniciada con Miguel de la Madrid, fortalecida con Salinas de 
Gortari y continuada con Ernesto Zedillo?, ¿cuál es el balance que podemos hacer de la 
modernización educativa impulsada durante los dos últimos sexenios? Y, en concreto, ¿cómo se 
instrumentó y cuáles fueron los resultados del Acuerdo Nacional para la Modernización de la 
Educación Básica (ANMEB) firmado en mayo de 1992? 
 
El presente trabajo tiene como objetivo hacer anotaciones que se sumen al necesario balance y 
evaluación de la política educativa impulsada en los años noventa. Específicamente se trata de un 
recuento, en el marco de la política de modernización económica y social del país, de la 
instrumentación del Acuerdo en varios estados de la república. Para ello se hace, en primer lugar, 
una caracterización de esta política modernizadora para, después, abordar la reforma educativa y 
analizar algunos resultados del Acuerdo a partir de los informes y evaluaciones que hicieron de su 
desempeño los mismos estados. Finaliza con una reflexión sobre los retos del actual gobierno de 
la república.  
 
Los años noventa: “cambio de ruta” 
 
El rasgo principal de la educación en los años noventa fue el de la modernización, pues uno de los 
propósito centrales de los gobiernos era adaptarla a los cambios económicos que requería el país 
en el contexto de las transformaciones mundiales marcadas por nuevas reglas del libre mercado. 
La política económica del gobierno tuvo un viraje en el periodo de Miguel de la Madrid Hurtado 
(1982-1988), quien había anunciado desde su campaña “un cambio de ruta”, que equivalía a 
“cambios certeros, realistas y profundos”. Durante su sexenio, el Presidente inclinó la balanza 
hacia el proyecto modernizador,1 pero sus medidas para enfrentar la crisis fueron tibias.  
 
El proyecto “modernizador”, calificado también como neoliberal, fue impulsado con más decisión y 
vigor en el siguiente sexenio, el de Carlos Salinas de Gortari (1988-1994), y continuado con 
Ernesto Zedillo Ponce de León (1994-2000). La ideología que impregnaba toda acción del 
salinismo era el “liberalismo social” y el mismo Presidente se encargó de decir que su gobierno ni 
era neoliberal ni estatista, sino que asumía una postura intermedia.2 El gobierno pretendía no sólo 
garantizar que la crisis no se agudizara, sino también dar un nuevo rumbo al desarrollo económico 
del país. La conclusión era que con la política económica tradicional era muy difícil vincularse a los 
mercados internacionales y expandir el mercado interno, posponiendo así la satisfacción de las 
crecientes necesidades sociales.3 
 
En su toma de posesión, Carlos Salinas se había comprometido a modernizar al país, debido a que 
México estaba inmerso en “un mundo de profundas transformaciones” y de gran competencia 
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internacional.4 Para ello se reformó la Constitución Política, en particular aquellos artículos —27, 3º 
y 130— que se concebían intocables porque reflejaban los ideales de la revolución mexicana.5 Las 
reformas al artículo 3º —relativo a la educación— y al 130 —que se refiere a la personalidad 
jurídica de las iglesias— abrieron una nueva perspectiva en favor de la libertad de enseñanza y la 
participación, sobre todo, de la católica en la vida social y política. Ahora la jerarquía católica no 
tiene los obstáculos que surgieron desde la Constitución en 1917 y que tantos problemas causaron 
durante la guerra cristera, el gobierno de Lázaro Cárdenas y con la puesta en marcha de los libros 
de texto gratuito.6  
 
En el terreno económico, se propició aún más la venta de empresas paraestatales, la apertura a 
las transnacionales y las negociaciones con los gobiernos de Canadá y, sobre todo, de Estados 
Unidos para abrir las fronteras al libre mercado entre los tres países. Se dijo entonces que la 
privatización traía consigo mejores oportunidades de empleo, salario y productividad.7 En general, 
el gobierno planteó como salida una mayor integración económica con los países desarrollados.8 
 
En política social, el gobierno salinista creó un ambicioso proyecto: el Programa Nacional de 
Solidaridad (PRONASOL), que pretendía aterrizar la ideología del “liberalismo social”. Por su 
importancia e impacto político, este proyecto permitió que el mismo Presidente de la república 
afirmara que, desde el gobierno de Lázaro Cárdenas, no se había dado en México una política 
social tan importante y amplia como la de Solidaridad. Los medios de comunicación pregonaban 
tanto sus logros que parecía un “nuevo evangelio de progreso”. Se llegó a decir que gracias al 
presidente Salinas, con PRONASOL, nadie podía decir que hubiera un sólo mexicano olvidado en 
México. Tal afirmación, sin embargo, fue desmentida por un hecho que trastocó radicalmente el 
panorama del país: el primero de enero de 1994 un grupo de indígenas en Chiapas se levantó en 
armas exigiendo la restauración de la “legalidad y la estabilidad de la Nación deponiendo al 
dictador”.9  
 
En diciembre de 1994, en el marco de la sucesión presidencial, surgió otro gran problema: 
apareció una nueva crisis que mostró las debilidades de la política económica adoptada así como 
la falta de participación social en la definición de políticas de desarrollo. El panorama social al final 
del sexenio era dramático: 25 personas ricas —algunas de las cuales figuraban en la lista de los 
más ricos del mundo— controlaban más ingresos que 25 millones de mexicanos pobres. 
 
En ámbito político, el gobierno salinista fue reacio a negociar con el Partido de la Revolución 
Democrática (PRD) y hábil para tratar con el PAN. Las relaciones entre el PRI y el gobierno no 
cambiaron y, lejos de disminuir el presidencialismo, Salinas incrementó su poder. Para el 
historiador Enrique Krauze, en conclusión, “no se abrió paso a la democracia porque no se 
quiso”.10 Para otros había modernización económica pero no política, y el empuje neoliberal que 
fascinó al mundo le causó grandes estragos a México.11 Se trataba de hacer cambios, dijeron otros, 
con una visión tecnocrática sin considerar la participación social.12  
 
Al interior del PRI también hubo serios problemas, como los asesinatos de su candidato a la 
presidencia de la república, Luis Donaldo Colosio y, meses después, del líder del partido, José 
Francisco Ruiz Massieu. El salinismo pasó del esplendor momentáneo a la debacle intempestiva. 
La corrupción contribuyó a ello y ejemplos hubo en abundancia, como el de los militares vinculados 
con el narcotráfico y el de Raúl Salinas de Gortari. Sobre la corrupción, el director de Proceso dijo: 
se hizo “negocios privados con el grano en un país mal alimentado y, en zonas desgarradas, 
hambriento”.13 
 
Frente a las nuevas circunstancias, el gobierno de Ernesto Zedillo se vio obligado a considerar la 
pluralidad política y ciertas demandas sociales y expresó su disposición para ofrecer condiciones 
equitativas y respeto a los triunfos de la oposición en las contiendas electorales futuras. Esta 
disposición favoreció al PAN en varias entidades y el PRD, con Cuauhtémoc Cárdenas al frente, 
ganó el gobierno del Distrito Federal.  
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Se reclamaba una modernización política, pero los problemas económicos seguían. Para 
intelectuales ligados al salinismo, “el verdadero rostro” de la opresión no era político sino social y 
económico; en esta perspectiva la falta de democracia no era un problema central; mientras que, 
para otros, en cambio, aunado a la presencia de tecnócratas autoritarios eran factores que 
provocaban los problemas de pobreza.14 El hecho era que México, a finales del siglo XX, seguía 
manteniendo esa lucha constante por querer alcanzar los niveles de modernización europea y 
norteamericana sin poder lograrlo completamente sino en fragmentos y en la superficie. Otra vez, 
como dijera Alfonso Reyes, fue imposible llegar “al banquete occidental de la cultura”.  
 
La ruptura política entre Salinas y Zedillo no significó modificación en el modelo de desarrollo social 
y económico apuntado por De la Madrid, sino su continuación y consolidación. La tarea educativa 
sólo era una expresión de esta tendencia modernizadora. 
 
La educación, palanca modernizadora 
 
La firma del Tratado de Libre Comercio representó también una muestra importante del proyecto 
modernizador en la política económica nacional. En 1991 un grupo de investigadores se reunió en 
un seminario para analizar y discutir los temas de la educación y la cultura ante el TLC. Algunas 
preguntas fueron: ¿se encuentra la educación mexicana en condiciones de preparar a la población 
para este desafío?, ¿qué cambios suscitará la apertura comercial en la identidad y hasta en los 
conceptos de nación y soberanía?15 Lo que ocurría en torno a la relación entre educación y TLC, en 
síntesis, no era otra cosa sino una expresión más de un proceso largo de composición nacional e 
internacional de los mercados culturales y de modernización de los sistemas educativos en relación 
con las cambiantes necesidades productivas.  
 
Esta política de vincular la educación con la modernización de la economía fue un rasgo central de 
ciertos países latinoamericanos en la década de los noventa, donde hicieron “ajustes” a sus 
sistemas educativos bajo patrones “universalistas” propuestos por organismos internacionales. 
Para algunos analistas estos cambios trajeron consigo consecuencias negativas,16 pues eran parte 
de la “realidad neoliberal”, para otros, en cambio, la apertura económica era “un paso hacia la 
construcción de un verdadero orden internacional”.17 En este sentido, la incorporación de México al 
proceso de globalización de los mercados lo obligaría a ser competitivo internacionalmente y a 
realizar cambios sustanciales en el sistema educativo nacional.18 Finalmente, la reforma educativa 
se desarrolló durante los siguientes años, al consolidar lo iniciado en 1992 e incorporando nuevos 
programas entre 1994 y 2000, como la reorganización de los compensatorios, la incorporación de 
otros de tecnología educativa, la reforma curricular de la enseñanza normal, etcétera.  
 
Un antecedente importante de la reforma fue el impulso descentralizador del gobierno de Miguel de 
la Madrid, pero hubo una crisis económica que obstaculizó el mejoramiento del sistema educativo y 
la educación misma de la población. En concreto, el deterioro de la economía familiar debilitó la 
demanda de escolaridad y aumentó los problemas de reprobación y deserción. Además, a 
diferencia de otros años, el presupuesto asignado a este sector fue menor y el deterioro de los 
servicios se generalizó, afectando e imposibilitando no sólo ampliar sino sostener las ya de por sí 
limitadas acciones dirigidas a la población de “difícil” atención.19  
 
Con todo, se avanzó en el proceso de descentralización. Según Miguel de la Madrid, México exigía 
una “revolución educativa”, ya que la educación era la gran palanca del cambio social. Por ello era 
necesario crear las condiciones para garantizar un ciclo básico de diez grados.20 La 
descentralización educativa era parte del “gran movimiento de descentralización de la vida 
nacional” expresada en otras actividades del gobierno federal,21 pero no estuvo exenta de críticas: 
algunos dijeron que era general, abstracta y sin claridad en cuanto a su contenido; otros la 
consideraron como una medida tendiente a transferir del gobierno federal a los estatales sólo la 
carga económica de la educación; y otros más que se trataba de perjudicar a los agremiados del 
Sindicato Nacional de Trabajadores de la Educación (SNTE). En respuesta, el secretario de 
Educación, Jesús Reyes Heroles, dijo que “podría haber una revolución educativa sin 
descentralización, aunque perdería en mucho su eficacia y profundidad”.22  
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Durante esos años el secretario de Educación no negaba la problemática, en una ocasión dijo: 
“Persisten fallas e insuficiencias en nuestro sistema educativo, referidas principalmente a la 
calidad, a la justicia educativa y a la organización de los servicios”. Y concluía enfático: en México 
se vive una “crisis educativa, una crisis extensa, profunda y persistente que afecta todos los niveles 
educativos”. Por esto, para Reyes Heroles, si la sociedad en su conjunto no se movilizaba la 
“revolución educativa” sería un fracaso;23 y no se movilizó, quien sí lo hizo fue el SNTE, pero no 
para apoyar la política educativa de la SEP. 
 
Las dificultades para mejorar la educación estaban relacionadas con factores de carácter político y 
sindical. Por ejemplo, al interior del sistema educativo, la descentralización inició titubeante, se 
rectificó, pero al final se canceló, cuando la SEP entregó todo el poder de decisión al SNTE y los 
secretarios de las secciones sindicales se convirtieron en los dueños del proceso de 
descentralización y de las delegaciones estatales. Para 1988 este proceso, de alguna manera, 
retrocedió o se complicó. Isaías Álvarez señala que se “reconcentraron” las decisiones importantes 
en política educativa.24 
 
Para Gilberto Guevara Niebla, especialista en el tema y partícipe de la reforma educativa salinista, 
durante el sexenio de Miguel de la Madrid no hubo un impulso decisivo a la educación. Jesús 
Reyes Heroles era un político que coordinó la “revolución educativa” y provocó expectativas, pero 
fue interrumpido con su fallecimiento; y González Avelar, por su parte, no continuó con el proyecto 
anterior y sí cedió el poder al SNTE.25En términos generales, dice Juan Prawda, de 1982 a 1987 las 
medidas instrumentadas no contribuyeron significativamente a resolver varios problemas 
ancestrales, como las disparidades existentes entre distintos estados en relación con la cobertura y 
la eficiencia de la educación básica. Prawda completa el panorama señalando la simbiosis entre la 
SEP y el SNTE como un serio problema del sistema educativo mexicano, y se refiere a una serie de 
“patologías”, como el burocratismo, la falta de comunicación y la subordinación de los fines a los 
medios.26 
 
En suma, durante el sexenio delamadridistas, como en otros ámbitos de la vida política, económica 
y social, en educación se perdió la oportunidad de hacer cambios importantes, pero sentó algunas 
bases para lo que vendría después.  
 
La modernización educativa y el ANMEB 
 
Frente a un panorama crítico en el sistema educativo, se impulsaron cambios en la política de este 
sector. Se dijo, entonces, que la educación tenía una altísima prioridad, porque era una explicación 
histórica, una razón estratégica y un imperativo de equidad social.27 Primero Carlos Salinas y 
después Ernesto Zedillo fueron enfáticos en señalar que no podía haber reforma económica sin 
reforma educativa. 
 
Siendo presidente electo, Salinas de Gortari encargó al entonces director de la revista Nexos, 
Héctor Aguilar Camín, que convocara a un grupo de especialistas en educación para generar “un 
reporte sintético y global del estado de la educación nacional, sus principales rezagos, y anticipar 
los desafíos del sistema escolar en el futuro inmediato”. Como conclusión, se dijo que México era 
un país de reprobados y que la tendencia nacional era reproducir un círculo vicioso. El estudio 
enlistó los rasgos de una crisis educativa: bajo rendimiento académico, ineficiencia escolar, 
desarticulación educativa, leyes excluyentes de la sociedad, educación irrelevante, evaluación 
deficiente, etcétera. A manera de propuesta, el equipo de trabajo señaló que para superar los 
problemas arriba mencionados, se requería de una reforma profunda del sistema educativo.28 
 
Es importante señalar que varios de los diagnósticos y propuestas del proyecto de modernización 
educativa fueron perfilados varios años antes (véanse el Plan Nacional de Educación de 1977, los 
libros de Juan Prawda, el proyecto descentralizador de Miguel de la Madrid-Reyes Heroles e 
innumerables artículos que se escribieron sobre la crisis de la educación en la década de los 
ochenta) y algunos otros que fueron elaborados en la marcha, alimentados por la intensa 
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negociación entre la SEP y el SNTE y por el debate provocado por los primeros pasos dados para la 
reforma curricular de la educación básica, así como por el influjo de varios documentos 
internacionales (Educación para Todos y los de la CEPAL) y la colaboración de varios 
investigadores en la administración educativa y los grupos de asesores.29  
 
Después de 1988, con un aguda crisis económica y serios problemas postelectorales, se elaboró el 
Plan Nacional de Desarrollo, 1988-1994. En él se señaló que la educación moderna debía 
“responder a las demandas de la sociedad, contribuir a los propósitos del desarrollo nacional y 
propiciar una mayor participación social y de los distintos niveles de gobiernos”.30 Asimismo, el 
punto de referencia constante comenzó a ser la comparación internacional: “No olvidemos —dijo 
en una ocasión el Presidente— que a las potencias económicas de Europa y de Asia las ha 
colocado en un lugar de privilegio la enorme calidad de su sistema educativo. Nuestro propósito es 
alcanzar esa calidad”.31 
 
Con base en este reconocimiento y estos propósitos, el gobierno federal elaboró el Programa para 
la Modernización Educativa, 1989-1994.32 Sin embargo, las acciones derivadas no tuvieron la 
fuerza suficiente hasta que se elaboró y aprobó el Acuerdo Nacional para la Modernización de la 
Educación Básica, firmado el 18 de mayo de 1992, después de un delicado proceso de 
negociación y concertación en el que participaron el titular de la SEP, los ejecutivos estatales y la 
dirigencia del SNTE. Para Gilberto Guevara Niebla, corresponsable de elaborar el nuevo proyecto 
educativo y luego subsecretario de educación básica, la situación fue la siguiente:  

 
Salinas quería responder al desafío de la competencia internacional, por lo tanto impulsó la 
educación, pero ¿cómo podía cambiar la educación con un partido como el PRI que era 
antineoliberal?, ¿cómo hacer cambios con un sindicato como en SNTE? Salinas estratégicamente 
quitó a Jonguitud y puso a Elba Esther Gordillo. Desde que llegó a la presidencia de la república, 
Salinas consideró a la educación y a la economía como prioritarias.33  

 
El retraso de más de tres años, obedeció, según Arnaut, a varios factores: entre otros, al conflicto 
magisterial que terminó con el descabezamiento y disolución de Vanguardia Revolucionaria y la 
llegada de un nuevo grupo a la dirección del SNTE; que decía apoyar el proyecto de modernización 
educativa del presidente Salinas pero, al mismo tiempo, impugnaba el Programa Nacional para la 
Modernización Educativa y los pasos pospuestos para su cumplimiento. La descentralización se 
postergó también debido a que no existía una base legislativa fuerte para apoyar las medidas, 
además por el cambio de titular de la SEP, en enero de 1992.34 El Acuerdo Nacional, entonces, fue 
importante porque, con el respaldo del SNTE, impulsó la reforma educativa postergada.  
 
Los tres apartados del Acuerdo Nacional fueron la reorganización del sistema educativo, la 
reformulación de los contenidos y materiales educativos y la revaloración de la función magisterial. 
El proceso de federalización inició zigzagueante, pero logró mover una vieja estructura que se 
hallaba, en muchas de sus partes, anquilosada. Tal reestructuración político-administrativa, como 
lo resalta Justa Ezpeleta, se acompañó y fusionó con una reforma de la educación básica “de 
magnitud y profundidad inéditas”,35 aunque el proceso no fue ni ha sido simple y fácil, además de 
que presenta algunos riesgos para el futuro e implicaciones no previstas en el magisterio y, en 
general, en la política educativa nacional.36 
 
De algunas de las intenciones no escritas del Acuerdo, Guevara Niebla, menciona lo siguiente:  
 

El subsistema de educación básica estaba podrido, la SEP era una burocracia que tenía hasta 20 
funcionarios en cada estado y el CONALTE era muy rígido. La descentralización era necesaria. Según 
nosotros la participación social tenía dos sentidos: el pedagógico, porque frente a los cambios 
culturales, la influencia de la TV, etcétera, se requería de la participación de los padres de familia para 
hacerlos actores en la escuela; y el político, es decir, equilibrar el poder del SNTE para que ya no 
pudiera hacer de las suyas como lo venía haciendo. El segundo cambio era el de los contenidos de la 
educación básica, aquí se manejó la idea de “la vuelta a lo básico”, que proponía también el Banco 
Mundial, para ello se propuso volver a las asignaturas, abandonando el enfoque interdisciplinario... El 
tercer cambio tenía que ver con los maestros, en ese tiempo había dinero y se aumentó el salario.  
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Según el exsubsecretario de Educación Básica, “Desde Vasconcelos y Torres Bodet no se habían 
metido al fondo de los contenidos”. En conjunto, los tres grandes proyectos del Acuerdo constituían 
la base de una reforma educativa que intentaba responder al proyecto social y económico de los 
gobiernos de Salinas y Zedillo. La reforma, en su sentido amplio, incluía la Ley General de 
Educación, publicada en 1993. Siendo todavía secretario de la SEP, Ernesto Zedillo ubicó los 
cambios educativos en una reforma de Estado y habló de la importancia de la educación en el 
futuro: 
 

En el siglo XXI, el verdadero progreso entrañará un sistema educacional fortalecido, pertinente, eficaz 
y competitivo. De ahí la relevancia de impulsar la educación nacional, extendiendo su cobertura, 
elevando su calidad y afinando su capacidad para promover los nuevos avances que reclaman el 
país y nuestro tiempo... En el curso de la época moderna, la educación ha sido y seguirá siendo 
vehículo de equidad social. Muchas son las sociedades avanzadas que han comprobado que una 
mayor educación se corresponde con una más justa distribución de la riqueza. Un buen sistema 
educativo es indispensable para alcanzar el desarrollo, fortalecer el Estado nacional y preservar la 
soberanía.37 

 
Con todo, el sexenio salinista terminó ya no con un discurso optimista, sino con problemas 
económicos y sociales agudos y con una realidad educativa que estaba lejos de ser resuelta. 
Zedillo prácticamente continuó con lo que él mismo impulsó como titular de la SEP. El mismo 
Programa de Desarrollo Educativo, 1995-2000, consideró explícitamente la continuidad del 
Acuerdo, ya que definía “un conjunto de tareas para consolidar las innovaciones que (estaban) en 
marcha a partir del Acuerdo Nacional para la Modernización de la Educación Básica”.38 
 
En 1999, la SEP realizó una “semblanza de la educación en México”, considerando la gestión del 
Estado en este rubro. Uno de sus propósitos fue contribuir a alimentar la reflexión sobre los logros 
y retos del sistema educativo nacional. Según este documento, algunos de estos desafíos siguen 
siendo “lograr que todos los niños y jóvenes cursen y culminen con éxito la instrucción básica”, así 
como atender “el continuo mejoramiento de la calidad de los servicios educativos”, a fin de que 
efectivamente contribuya “al desarrollo nacional y al bienestar de las personas”.39  
 
El reconocimiento de rezagos y logros lo hicieron los mismos responsables de impulsar las tareas 
de la SEP, al participar en la elaboración de las Memorias de dicha Secretaría. En este documento 
Carlos Mancera y Luis Vega señalan que la federalización educativa de los años noventa 
constituye uno de los cambios más importantes y profundos en la organización del sistema 
educativo en México durante el siglo XX, y que dicho proceso ha permitido a los estados tener 
logros notables que no hubieran sido posibles si la educación continuaba operando de manera 
centralizada. Pero también reconocen que uno de los retos más importantes sigue siendo enfrentar 
el problema de los estados más rezagados que no avanzan al “ritmo que exigiría su incorporación 
plena al desarrollo”.40 
 
Ciertamente, uno de los principales problemas sigue siendo la desigualdad educativa que no ha 
sido bien atendida por el gobierno, pues tanto en primaria como en secundaria la educación tiende 
a reforzar —el lugar de combatir— la desigualdad que ancestralmente ha existido en la sociedad y 
entre los estados del país. En educación básica, por ejemplo, los índices de eficiencia terminal 
están inversamente correlacionados con los indicadores de marginalidad de los estados. En 
materia de calidad de la educación, se sabe, por los exámenes del Programa de Carrera 
Magisterial aplicados anualmente a aproximadamente siete millones de niños de primaria, que las 
escuelas que obtienen “rendimientos muy bajos” están concentradas, en una mayo proporción, en 
las entidades económicamente menos favorecidas. Esto se puede observar también en secundaria 
con los resultados del EXANI-I que aplica el Centro Nacional de Evaluación (CENEVAL).41 En suma, 
como lo ha señalado Sylvia Schmelkes, la educación básica ha tenido logros notables en el siglo 
XX, pero aún enfrenta serios problemas como la insatisfactoria calidad de los resultados y la 
inequidad en la distribución de los beneficios de la educación.42 
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Por todo esto, los resultados del proyecto modernizador en educación, expresado en el Acuerdo 
Nacional para la Modernización de la Educación Básica, requieren de un análisis riguroso y 
pormenorizado. Uno de sus fines es ofrecer elementos de apoyo para los nuevos tomadores de 
decisiones. Este trabajo de evaluación y análisis ya se ha iniciado, tal como lo muestran los 
excelentes estudios de caso que han coordinado Víctor Alejandro Espinoza43 y María del Carmen 
Pardo,44 pero falta mucho por hacer.  
 
Como ya se dijo, la SEP, por su parte, ha tenido la iniciativa de hacer un análisis general del 
Acuerdo a ocho años de haberse firmado. Algunos de los resultados de esta evaluación se 
presentan a continuación. 
 
Límites y logros del ANMEB 
 
En 1999 la SEP envió a las entidades federativas una guía de trabajo para evaluar e informar sobre 
lo realizado en sus sistemas educativos. La guía fue analizada y enriquecida por los responsables 
de la educación en los estados y, posteriormente, fue respondida por sus equipos de trabajo. Una 
vez recopilados los informes y evaluaciones, la Secretaría encargó a un grupo de investigadores 
de la educación un trabajo de análisis que fue remitido a las entidades para precisar o corregir lo 
que consideraran apropiado. El resultado de este laborioso trabajo fue publicado y ciertamente 
representa “una experiencia valiosa que arroja luz sobre el quehacer de la educación básica desde 
1992 y señala los retos de los próximos años”.45 
 
A continuación se retoman algunas de las conclusiones elaboradas en el apartado de calidad.46 El 
propósito es destacar grandes afirmaciones que, si bien son sabidas por algunos, tienen el 
respaldo del análisis detenido y detallado de los reportes que presentaron los responsables de la 
educación en los estados, con cotejos de la información de la SEP. Se parte de la premisa de que si 
ahora se habla de hacer una “revolución educativa”, una de las tareas necesarias es conocer en 
detalle lo que se ha estado haciendo y los resultados que se han logrado en todos y cada uno de 
los estados. Por razones de espacio, a continuación sólo se anotan algunas conclusiones.  

 

1) El Acuerdo Nacional de para la Modernización de la Educación Básica es adoptado por las 
entidades, en el marco de un pacto federal (“nuevo federalismo”) que ha ofrecido la 
oportunidad para que dichos estados puedan hacer innovaciones y cambios de acuerdo con las 
necesidades y características propias.  

 

2) Según la información proporcionada por los estados y la misma SEP existen, sin embargo, 
evidencias de un proceso desigual en el desarrollo de los sistema educativos estatales. En este 
sentido, un punto importante es el nivel de integración de la nueva administración educativa en 
donde ya existían subsistemas de educación básica previos a la federalización. En los hechos 
hay estados que presentan indicadores de rezago en comparación con el resto de la región, 
aunque en algunos rubros destacan frente a los otros. Resaltan, por ejemplo, los programas de 
tecnología educativa y actualización de los profesores donde hay notables contrastes 
interestatales. Es decir, se puede notar cómo en algunas entidades estos programas parecen 
ser prioritarios para las autoridades educativas, pero en otros todavía no. Habrá que hacer un 
estudio con más detalle sobre los programas más importantes. El material recopilado y las 
síntesis elaboradas son sólo insumos.  

 

3) En este mismo sentido, no se puede decir que existan estados que estén cumpliendo 
cabalmente con todos los propósitos del Acuerdo y que sean ejemplos a seguir. Como se 
mencionó, existen entidades sobresalientes que tienen —además de buenas condiciones 
sociales y políticas— personal capacitado y organización apropiada para no sólo cumplir con 
los lineamientos del Acuerdo Nacional, sino para aprovecharlo y tomar medidas tendientes a 
mejorar sus sistemas educativos. Lo que sí puede tomarse en cuenta, como punto de 



 9 

referencia básico, es la manera como ciertos estados trabajan algunos programas particulares 
y cómo han tenido cierto éxito.  

 

4) La pregunta que surge es ¿cuáles son los factores que influyen y determinan estas 
igualdades y desigualdad en el cumplimiento de los objetivos de los programas derivados del 
Acuerdo Nacional? Algunos factores posibles que explican las marcadas diferencias son: las 
historias desiguales de los sistemas educativos estatales; las condiciones socioeconómicas 
diversas; las políticas homogeinizadoras de los órganos centrales que no atiende de manera 
desigual a los desiguales; la iniciativa y los recursos que ofrecen los gobiernos estatales y 
municipales; las iniciativas y obstáculos de las secciones sindicales y organizaciones sociales 
y, entre otros, las tradiciones burocráticas y laborales en el ámbito de la supervisión y gestión 
escolar. Estas son parte de las dificultades que hacen que las reformas no lleguen a la escuela. 
 
5) De la información recopilada, también se puede decir que algunos proyectos surgidos del 
Acuerdo Nacional no han sido producto de la descentralización y, por lo tanto, de las iniciativas 
de los gobiernos estatales sino decisiones tomadas por el gobierno federal a través de la SEP. 
En varios casos la federación se reserva facultades importantes para decidir sobre programas 
y, por consiguiente, sobre recursos. Puede parecer que el gobierno federal se adelanta en la 
toma de decisiones no sólo por ser el organismo rector o porque aún el proceso de 
federalización y democratización en el país es incipiente —y hay resistencia a perder control en 
decisiones fundamentales— sino porque se asume este liderazgo debido a que en algunas 
entidades todavía no existen las capacidades y el compromiso suficientes para mejorar sus 
sistemas educativos. Aquí es clave la elaboración, distribución y control del presupuesto 
educativo destinado a los estados, así como la nueva estructura de la negociación salarial. 
 
6) Algunas preguntas que saltan a la vista son: ¿las administraciones gubernamentales han 
expresado su interés en la educación ofreciendo más recursos y una mejor administración 
educativa propia? ¿Existen consensos entre gobierno, organizaciones sindicales y grupos de la 
sociedad en favor de un claro proyecto educativo en los estados? ¿La descentralización “real” 
no incrementaría la desorganización educativa que se percibe en algunos estados y la 
conformación de grupos de poder sin interés “real” en la educación? ¿Cuáles son, entonces, 
los límites de la descentralización y del pacto federal, a la luz de los procesos políticos 
dinámicos y muchas veces contradictorios que dan la pauta en la definición misma de estos 
límites? 
 
7) Algunos de los cambios que se perciben en los informes de los estados es que el Acuerdo 
Nacional logró sensibilizar y movilizar a actores sociales antes marginados de las actividades 
educativas en las entidades. Algunas actividades de la descentralización involucran no sólo a 
las administraciones estatales y organizaciones sindicales, sino también a partidos políticos, 
organismos empresariales y de trabajadores, asociaciones de padres de familia, etcétera.  
 
8) Una parte fundamental en la reforma educativa es la participación del Sindicato Nacional de 
Trabajadores de la Educación; ya que en todos los programas importantes esta organización 
laboral está presente. Con el Acuerdo Nacional, el SNTE se hizo corresponsable de su diseño e 
instrumentación y, a la fecha, habrá que evaluar el desarrollo de la reforma educativa a la luz 
de la manera como ha apoyado o, en su caso, frenado algunas medidas. Ninguna valoración 
rigurosa y objetiva de las reformas educativas estará completa si no se considera un análisis 
pormenorizado de la participación del Sindicato.  
 
9) A diferencia de 1992, cuando se firmó el Acuerdo Nacional, en la actualidad, con un nuevo 
gobierno federal, los estados cuentan con una gran cantidad de programas destinados a 
ofrecer más y mejor educación a su población. Existen nuevos contenidos educativos en los 
planes y programas de estudio; hay libros de texto especializados para indígenas, por estado, 
etcétera; se producen materiales educativos que no se tienen en la mayoría de los países de 
América Latina; la nueva tecnología educativa propia de los países desarrollados se puede 
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encontrar en algunos estados del país; y los maestros, que son el elemento fundamental del 
proceso, tienen múltiples opciones formativas y relativamente mejores ingresos económicos y 
prestaciones laborales que otros trabajadores. Con todo, los indicadores de rendimiento 
académico de los estudiantes siguen siendo bajos y no han variado sustancialmente en años.  
 
10) Es así que a nueve años de haberse firmado el Acuerdo Nacional el desarrollo de la 
educación en México presenta nuevas realidades aunque también en algunos aspectos 
fundamentales, no ha cambiado mucho. Por esto, se puede decir que la puesta en práctica de 
la modernización educativa ha traído aparejada nuevos escenarios, contradicciones, 
resistencias, expectativas, incertidumbres y esperanzas que requieren de ser tomados en 
cuenta.  
 
11) Si se puede hacer referencia a las certezas con visión de futuro una cosa queda clara, 
después de haberse hecho una revisión de los reportes de los estados: la política educativa 
actual exige y demanda la creación de nuevas bases de relación entre los actores 
involucrados: gobierno federal y estatales, dirigencias sindicales nacional y locales, padres de 
familia y maestros. Estas nuevas bases están en construcción y requieren que los actores las 
hagan explícitas para definir y negociar las responsabilidades y compromisos de todos y cada 
uno de ellos. Las preguntas que habrá que responder, entre otras, son: ¿Qué le toca a cada 
quien?, ¿para qué?, ¿cuál es el propósito fundamental de una reforma tan compleja que 
incluye no sólo la descentralización, sino también una modificación curricular y pedagógica de 
nuevo cuño que conduzca a la formación de ese nuevo ciudadano que requiere el país? 
 
12) En esta discusión compleja de asuntos complejos, sólo queda claro algo muy sencillo: la 
atención prioritaria a la educación de los niños, que son la razón de todos estos análisis y de 
todos los sistemas educativos.  
 
Junto con esta realidad llena de contrastes y contra los fantasmas de la presunta tendencia 
privatizadora, si una cosa habrá que recuperar del ANMEB —y de toda la reforma de la 
educación básica en los años noventa— es su carácter público, nacionalista, gratuito y laico. 
Como bien lo señala Olac Fuentes Molinar al referirse al periodo 1995-2000, paradójicamente, 
frente a los cambios acelerados en la economía y en la vida social y cultural del país, 
expresado en la producción e intercambio de conocimientos nuevos y bienes materiales, la 
educación impulsada en estos años mantuvo el viejo espíritu de la escuela pública mexicana,47 
el cual tiene su concreción en leyes y, sobre todo, en una larga experiencia que ya ha sido 
analizada detalladamente por historiadores de la educación. 
 
Consideraciones finales 
 
Los propósitos y lineamientos que en política educativa se han definido en el gobierno de Vicente 
Fox no varían mucho de los de la modernización educativa. Los retos siguen siendo: ofrecer más y 
mejores oportunidades de acceso y permanencia de los estudiantes en la escuela, elevar el nivel 
educativo de los mexicanos, “adoptar el concepto de calidad como pasión y como un compromiso 
indeclinable”, lograr la participación de los padres de familia en el proceso educativo, apoyar el 
desarrollo de los maestros y avanzar en la descentralización. Tal vez la novedad del discurso 
gubernamental sea el énfasis que se le ha dado a la educación valoral,48 la cual ha dado pie, junto 
con la presunta tendencia proempresarial en educación, a múltiples cuestionamientos. 
 
Para elaborar el programa de educación del sexenio foxista se convocó a expertos, algunos de los 
cuales estuvieron vinculados —de una u otra manera— a la Secretaría de Educación Pública. En 
parte, es por ello que el trabajo que realizaron atendió a la continuidad de proyectos y reconoció 
problemas y rezagos. Particularmente en educación básica, el equipo de trabajo hizo referencia a 
la reforma iniciada en 1992 que se cristalizó en el proceso de federalización pero que “es aún 
inacabado e imperfecto”.49 Como novedades, el documento destacó el Sistema de Becas y 
Créditos Educativos, las escuelas de calidad, el Instituto Nacional para la Evaluación de la 
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Educación y el Consejo Nacional de Autoridades Educativas. Además, puso énfasis en un sistema 
flexible en educación media y superior, la participación social y la educación intercultural.  
 
La idea no es, entonces, cambiar de rumbo sino reconocer que dicha reforma fue acertada y que 
hay que continuarla a fin de cumplir con sus objetivos. El equipo de ninguna manera se propuso 
“revolucionar la educación” tal como lo ha señalado el presidente Vicente Fox. Uno de los 
principales autores del documento, Pablo Latapí, es claro al respecto: 
 

Los trabajos del equipo de transición no tuvieron la tamaña pretensión... No tuvieron –ni podrían 
tenerla dada la premura- ni la profundidad necesaria ni mucho menos la pretensión de ofrecer una 
visión integrada de la política educativa que en este momento requiere el país. De esto a una 
“revolución educativa” hay mucho trecho.50 

 
El mismo Latapí reconoce que ignora “qué visión filosófica de la educación y qué nuevo proyecto 
de país vayan a guiar las decisiones de la SEP en este sexenio” y agrega: “ojalá sean tan 
grandiosas y estén tan bien fundamentadas que merezcan el nombre de revolucionarias, pero aún 
lo estamos esperando”.  
 
Los obstáculos son varios. Uno es de orden político, pues no se quiere mover demasiado a un 
sector que se considera potencialmente conflictivo, sobre todo después de tantos cambios 
impulsados en la década anterior. Las experiencias en los estados con gobiernos panistas 
muestran que los responsables de la educación, incluso, han cedido a las presiones del SNTE en 
detrimento del proyecto educativo. Otro obstáculo es de carácter económico y financiero; las 
promesas de campaña relativas a aumentar el presupuesto en este sector todavía no han sido 
cumplidas. 
 
La alternancia política en sí misma no plantea alternativas novedosas ni da respuestas correctas a 
los problemas y rezagos del país, en este caso en materia educativa. La experiencia que se tiene 
en algunos estados ofrece una enseñanza al respecto pues, no obstante que la descentralización 
permita más posibilidades de acción en los estados, éstos no siempre la aprovechan. El trabajo de 
evaluación que se hizo de Acuerdo Nacional para la Modernización de la Educación Básica 
permitió comparar el trabajo que han hecho los gobiernos estatales y se puede concluir, con cierto 
nivel de generalización, que no existe una correspondencia entre alternancia política y mejoría en 
la capacidad de instrumentar una política educativa innovadora.  
 
Las experiencias educativas en varias entidades federativas —que han sido analizadas en los 
libros antes citados de María del Carmen Pardo y Víctor Alejandro Espinoza— dejan ver que, en 
gran medida, los cambios que se están dando en algunos estados tienen que ver más con la 
descentralización y la capacidad de gestión de sus gobiernos que con su signo partidista y las 
nuevas administraciones no cuentan con experiencia ni han destacado por tener equipos 
profesionales y presentar alternativas educativas importantes, más allá de un discurso que enfatiza 
la “educación integral y en valores”. 
 
El reto sigue siendo que la educación sea realmente una tarea de Estado más que de gobierno. La 
tendencia internacional va en esta dirección. En la década de los noventa en el mundo se pudo 
observar que la educación se ha conformado como una prioridad en los gobiernos tanto liberales 
como conservadores, tanto industrializados como en vías de desarrollo. La educación, dicen los 
nuevos documentos internacionales, además de ser palanca para incorporar a los países al difícil y 
complejo mundo de la globalización económica, también es un instrumento de mejoría en el 
bienestar social de las personas. El informe Delors, por ejemplo, es punto de referencia básico: la 
educación no es una cura milagrosa o una fórmula mágica, sino uno de los principales medios 
disponibles para fortalecer una forma más armoniosa de desarrollo humano y un medio que 
permita reducir la pobreza, la exclusión, la ignorancia, la opresión y la guerra.51 Pero la 
generalizaciones propias de los documentos internacionales, como el Delors, son importantes en la 
medida que se tiene conciencia de las especificidades de los países, sobre todo de los que tienen 
grandes rezagos y problemas económicos y sociales como México.  
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Por esto, son pertinentes los pronunciamientos de investigadores y educadores latinoamericanos 
en torno al Foro Mundial de la Educación, realizado en Dakar en abril del 2000, en el sentido de 
que ante el incumplimiento de los resultados del programa Educación para todos acordado en 
Jomtien, Tailandia, en 1990, en los países de América Latina se deben replantear ciertos 
propósitos de su política educativa y evitar que los sistemas educativos sean sólo piezas al servicio 
de la economía, del consumo o del progreso material.52 Las nuevas políticas educativas, entonces, 
tendrán que enfatizar el carácter crítico, humanista, incluso rebelde de algunas propuestas de la 
filosofía de la educación. En este sentido, se precisa que estas políticas respondan a propósitos 
sociales de igualdad y justicia social desde un enfoque multisectorial, en el entendido de que los 
problemas de los países en desarrollo, en general, y de México, en particular, no se explican ni se 
resuelven únicamente desde el quehacer educativo.  
 
La experiencia mexicana en educación de los noventa y sus vínculos con el proyecto tendiente a 
“modernizar el país” tienen que ser considerados en la definición de un nuevo rumbo del sistema 
educativo nacional. Con la federalización en marcha y una incipiente vida nacional democrática, se 
requiere saber cuáles proyectos educativos tuvieron éxito y cuáles no, porque el reto sigue siendo 
tener una política educativa dentro de una política de Estado que privilegie la atención a quienes 
por muchos años han estado al margen de los beneficios e iniciativas públicas. Sólo así se puede 
cumplir con los objetivos de la educación que ya había señalado Condocert en el siglo XVIII: ofrecer 
a todos los individuos:  
 

Los medios de proveer a sus necesidades, de asegurar su bienestar, de conocer y ejercer sus 
derechos, de entender y cumplir sus deberes; asegurar a cada uno de ellos la facilidad de perfeccionar 
su industria, de capacitarse para las funciones sociales a las cuales tiene derecho a ser llamado, de 
desarrollar en toda su extensión los talentos que ha recibido de la naturaleza, y de este modo 
establecer entre los ciudadanos una igualdad de hecho, y hacer real la igualdad política reconocida por 
la ley.53 
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